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SALA MULTICOMPETENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE ORELLANA 

No. proceso: 22281-2019-00124 

No. de Ingreso: 1 

Acción/Infracción: ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

Actor(es)/Ofendido(s): ANDY ALVARADO DAYUMA JOSEFINA 
MUÑOZ ZAQUINAULA CARLOS RIGOBERTO 

Demandado(s)/Procesado(s): GUTIERREZ SIQUIHUA LUISA MARISOL 
HUATATOCA ALVARADO EDGAR FERNANDO 
GREFA TANGUILA CESAR DAVID 
CEDEÑO GUERRERO GLUBER BERNABE 
CERDA ALVARADO ABEL JONAS 

 

Fecha Actuaciones judiciales 
 

 

02/07/2020 RECHAZAR RECURSO DE APELACION 

14:21:00 

Orellana, jueves 2 de julio del 2020, las 14h21, VISTOS.- El Dr. MARCO DÁVILA CARRIÓN, DELEGADO PROVINCIAL DE LA 

DEFENSORIA DEL PUEBLO EN ORELLANA, interpone recurso de apelación a la sentencia que niega la acción de protección, en 

la que demandó a los servidores públicos Lcdo. Jonás Cerda Alvarado, César David Grefa Tanguila, Edgar Fernando Huatatoca 

Alvarado, Gluber Bernabé Cedeño Gutiérrez y Marisol Gutiérrez Siquigua, en su calidades de Presidente, Vice-Presidente y 

vocales principales del GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PARROQUIAL RURAL DE SAN LUIS DE ARMENIA; para 

que en sentencia se proteja el derecho a la propiedad comunitaria a favor de Dayuma Josefina Andy Alvarado y de su cónyuge 

Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula, en la posesión ancestral del lote de terreno ubicado dentro de la comuna Kichua, San Luis de 

Armenia, donde dos viviendas fueron derrocadas, solicitando que la demandada en el plazo de 90 días construya dos viviendas de 

las mismas características de las destruidas; que el gobierno parroquial entregue 120 dólares mensuales, desde octubre del 2016 

hasta la entrega de las viviendas, por concepto de arriendo de los lugares donde tuvieron que trasladarse y viven actualmente; y, 

que se den las disculpas públicas en la Asamblea General de la Comuna, a favor de Dayuma Josefina Andy Alvarado y de su 

cónyuge Carlos Muñoz Zaquinaula; fallo dictada el 9 de abril del 2020, las11H23, por el señor Juez de la Unidad Judicial 

Multicompetente Penal Con sede en el Cantón Francisco de Orellana, de la provincia de Orellana, impugnación realizada según lo 

previsto en el Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, dentro del proceso signado con el 

No 22281-2019-00124-S.CPJO; y, encontrándose la causa en estado de resolver, para hacerlo se considera: PRIMERO.- La Sala, 

es competente para conocer y resolver el recurso de apelación interpuesto por EL DELEGADO DE DEFENSORIA DEL PUEBLO 

EN ORELLA, conforme lo prescrito en el Art. 86 numeral 3 inciso segundo de la Constitución de la República; Art. 4 numeral 8 y 

Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, dándole a la presente acción el trámite previsto 

en la mencionada ley, dentro del cual en esta instancia se ha observado los principios rectores del debido proceso, motivo 

suficiente para ratificar la validez del mismo; SEGUNDO.- En la presente acción constitucional de protección, de conformidad a lo 

previsto en el Art. 9 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ostentan la calidad de Legitimado 

Activo el recurrente: Dr. MARCO DÁVILA CARRION, en su calidad de DELEGADO DE LA DEFENSORIA DEL PUEBLO EN 

ORELLANA; y, como Legitimados Pasivos, los demandados: Lcdo. Jonás Cerda Alvarado, César David Grefa Tanguila, Edgar 

Fernando Huatatoca Alvarado, Gluber Bernabé Cedeño Gutiérrez y Marisol Gutiérrez Siquigua, en su calidades de Presidente, 

Vice-Presidente y vocales principales del GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PARROQUIAL RURAL DE SAN LUIS 

DE ARMENIA; y el Dr. Iñigo Salvador Crespo en calidad de PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO; TERCERO.- El Dr. 

Rodrigo Trujillo Orbe, Coordinador Zonal 2 de la Defensoría del Pueblo, en el libelo inicial constate de fojas fojas 115 a 122 del 

cuaderno de primera instancia, en síntesis manifiesta lo siguiente: que presenta la acción de protección, en favor de los esposos 

Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula y Dayuma Josefina Andy Alvarado por considerar que se ha vulnerado varios derechos, 

causándoles un daño grave por parte de los accionados, quienes el 5 de Julio del 2016, acuden a la Zonal 2 de la Defensoría del 

Pueblo de Francisco de Orellana, dándole a conocer que se han vulnerado sus derechos a la vivienda, a la inviolabilidad del 

domicilio y al debido proceso; que el GAD de San Luis de Armenia estaba construyendo un parque junto a la casa parroquial del 

centro poblado, que para realizar estos trabajos contrataron dos tractores de orugas con los cuales se removió la tierra para 

rellenar dos quebradas, que por acción de las lluvias y haber removido la tierra, la vivienda de los esposos Carlos Rigoberto 

Muñoz Zaquinaula y Dayuma Josefina Andi Alvarado sufrió una avalancha de lodo que ingresó hasta sus habitaciones, razón por 

lo que tuvieron que desocupar inmediatamente la vivienda y trasladarse a un departamento arrendado, que una de las viviendas, 

fue construida con financiamiento del MIDUVI, que ocupaban un área de 600 metros cuadrados; más adelante agrega, que el 17 

de noviembre del 2017 el Dr. Flavio López Cando responsable del expediente defensorial verificó que se habían demolido las 

viviendas, sin previa notificación, ni declarar de utilidad pública dicha área y viviendas, que tampoco los habían indemnizado; 

verificando en ese lugar únicamente existía un terraplén y un medidor de energía eléctrica amarrado en un poste; que el acto 

concreto de vulneración de los derechos de los cónyuges Muñoz Andy fue, que en octubre de 2016 los accionados se apropiaron 

arbitraria de un lote de terreno de 600 metros cuadrados y se realizó el derrocamiento y demolición de dos viviendas ubicadas a  

un lado del centro poblado de la parroquia donde tenían su domicilio con sus hijas, “vulnerándose los siguientes derechos: 
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Derecho al debido proceso (…), derecho a la vivienda adecuada y digna, (…) derecho a la inviolabilidad de domicilio 

(…)”.¸continua realizando un análisis sobre el derecho a la vivienda y un habitad seguro y saludable; derecho a la inviolabilidad de 

domicilio y derecho al debido proceso, describe las pruebas que dice adjuntar a su demanda, para finalmente solicitar: se declare 

responsables a los accionados de la violación de sus derechos a la vivienda y habitad seguro y saludable, a la inviolabilidad de 

domicilio y al debió proceso; que se ordene a la accionada dentro de 90 días construya dos viviendas de las mismas 

características de las destruidas y que de manera inmediata se entregue a los beneficiarios la cantidad de 120 dólares mensuales 

desde octubre del 2016 hasta que les sean entregadas las viviendas y que el GAD parroquial de las disculpas públicas a favor de 

los auspiciados por la Defensoría del Pueblo en asamblea general de la comuna kychwa San Luis de Armenia. Aceptada a trámite 

la acción constitucional y citados los legitimados pasivos, el 18 de abril de 2019 se lleva a efecto la audiencia oral, pública y 

contradictoria con todas las formalidades de ley; y practicadas las pruebas, el Juez Constitucional emite su fallo el 9 de abril del 

2020, las 11H23, que, al ser impugnado por la parte accionante, accede a este Tribunal de Alzada vía recurso de apelación, para 

la correspondiente sustanciación y resolución. CUARTO.- En la audiencia celebrada en primera instancia los sujetos procesales 

por intermedio de sus Defensores Técnicos realizaron sus exposiciones, donde los demandados o sujetos pasivos dieron 

contestación a la acción y pretensiones del accionante, en la siguiente forma: 4.1.- El Dr. Rodrigo Trujillo Orbe, en su calidad de 

Coordinador General de la Defensoría del Pueblo 2 dice: En la acción de protección propuesta en favor de los esposos Carlos  

Rigoberto Muñoz Zaquinaula y Dayuma Josefina Andy Alvarado, por considerar que se ha vulnerado varios derechos, con la 

finalidad de realizar el amparo directo y eficaz de los derecho, tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos, por 

estimar que se ha causado un daño grave; por parte de los señores: Cesar David Grefa Tanguila, Edgar Huatatoca Alvarado, 

Gluver Cedeño Gutiérrez, Abel Jonás Cerda Alvarado, Luisa Marisol Gutiérrez Siquigua, en sus calidad de Presidente, 

Vicepresidente y vocales principales del Gobierno Autónomo Descentralizado de la parroquia Rural San José de Armenia y en 

contra de la Procuraduría General del Estado. El 5 de Julio del 2016 sus auspiciados, acuden a la Defensoría del Pueblo de 

Francisco de Orellana, haciendo conocer que se han vulnerado sus derechos a la vivienda, a la inviolabilidad del domicilio y al 

debido proceso, el 14 de julio del 2016 se realiza una visita in situ, donde constata la existencia de las viviendas; esto es una casa 

de hormigón construida con el bono del Ministerio de la vivienda y la segunda de construcción mixta, de la cual existen los 

informes técnicos; el 12 de octubre del 2016 denuncian que el GAD Parroquial había derrumbado sus viviendas, lo que es 

verificado en la segunda visita realizada el 17 de noviembre del 2016 constatando que en la plaza central de la parroquia San José 

de Armenia ya habían sido derrocadas las viviendas, con la utilización de maquinaria a órdenes del GAD Parroquial, conforme 

consta en los informes técnicos; el 22 de Junio del 2017, se emite la resolución No. 005-DP-2017 de la Defensoría del Pueblo, 

determinando que se ha vulnerado el derecho a la vivienda, a la inviolabilidad del domicilio y al debido proceso, disponiendo que el 

gobierno parroquial, de San Luis de Armenia, restituya el lote de terreno y proceda a las construcciones de las viviendas a los 

afectados. La misma institución inicia un proceso de seguimiento, con el fin que se cumpla la resolución dictada, sin embargo en  

el GAD parroquial San Luis de Armenia, jamás cumplió, ya que sus directivos no asistieron a las audiencias, mostrándose 

renuentes. Que el acto concreto de vulneración de los derechos de los cónyuges Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula y Dayuma 

Josefina Andi Alvarado es la apropiación arbitraria de un lote de terreno de 600 metros cuadrados, y el derrocamiento o demolición 

de dos casas ubicadas a un lado del centro poblado la parroquia donde tenían el domicilio, junto con sus cuatro hijas, por cuanto  

la señora es miembro de la comunidad Kichwa, de San Luis de Armenia; señalando que una de las viviendas fue construida con el 

bono de desarrollo humano y vivienda. Agrega que entre los derechos vulnerados constan el derecho al habitad seguro y 

saludable, derecho a una vivienda digna contemplados en el Art. 30, en concordancia con lo establecido en el Art. 375 de la 

Constitución, y más normas internacionales mencionadas en la demanda de acción de protección, el segundo derecho vulnerado 

es el derecho a la inviolabilidad del domicilio, contemplado en el Art. 66 numeral 22 de la Constitución de la República del 

Ecuador, en concordancia con el Art. 11 de la Declaración de los Derechos Humanos; otro derecho vulnerado, es el derecho al 

debido proceso contemplado 76 numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador, que dice: el derecho de las personas a 

la defensa incluirá las siguientes garantías, nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 

procedimiento, contar con el tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa, ser escuchado en el momento 

oportuno y en igualdad de condiciones, los procedimiento serán públicos, salvo las excepciones previstas por la Ley, que jamás se 

los notificó con algún procedimiento administrativo o judicial, en el cual se les advierta que se iba a usar el terreno y derrocar sus 

viviendas; y, que tampoco se les indemnizó. Presentando las siguientes pruebas, a.- Actas de posesión de los demandados como 

miembros del GAD parroquial San Luis de Armenia; b.- Queja presentada por Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula a la Defensoría 

del Pueblo; c.- Acta de la visita in situ a las viviendas; casa de hormigón y de construcción mixta e informe No 16027; d.- Escrito 

del 26 de julio del 2016 del presidente del GAD parroquial, indicando que ha resuelto reubicar la vivienda del señor Carlos Muñoz  

y se comprometen a comprar materiales para la construcción de las viviendas en un lugar diferente, que nunca ocurrió; e.- Acta de 

la asamblea ordinaria de la comunidad Kichua, que se compromete a colaborar en la construcción de la vivienda; f.- Oficio del 

MIDUVI de aprobación de los planos de la construcción de la obra, y el monto entregado a Carlos Muñoz y familia, para la 

construcción de la vivienda en la cabecera parroquial de San Luis de Armenia, g.- Escrito del 12 de octubre del 2016, por la 

denunciante ante la defensoría del pueblo; h.- Informe No. 22-JBM-scp-2016, elaborado por John Soledispa funcionario del GAD 

Provincial-Orellana, de la visita al lugar el 17 de noviembre del 2016 indicando que no se encontró ninguna vivienda por estar 

derrocadas, solo un medidor de energía eléctrica colgado; i.- Resolución No.005 de la Defensoría del Pueblo de Orellana; j.-  

Escrito de los representantes del GAD parroquial manifestando que no poseen recursos económicos para la construcción de las 
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viviendas; k.- Acta de matrimonio de los afectados; l.- Contrato de arrendamiento en Francisco de Orellana, de los cónyuges 

quienes tuvieron que salir de la vivienda a arrendar en este lugar, pruebas que solicita se tomen en cuenta para resolver. 

Concluyendo que como petición concreta solicitan que en sentencia, se declare la vulneración de los derechos contar con hábitat 

saludable y seguro, a una vivienda digna y adecuada, a la inviolabilidad de domicilio y al debido proceso de los derechos de los 

cónyuges Carlos Muñoz Zaquinaula y Josefina Andy Alvarado, que se ordene la reparación integral de sus derechos, esto es la 

construcción de las dos viviendas en el mismo lugar, con las mismas dimensiones y materiales, dentro del plazo de noventa días y 

que el GAD parroquial de San Luis de Armenia paguen 120 dólares mensuales por el canon de arrendamiento desde el mes de 

Octubre del 2016 hasta que les sean restituidas las viviendas derrocadas y que se disponga las disculpas públicas en asamblea 

general de la comunidad Kichua de San Luis de Armenia. 4.2.- EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PARROQUIAL 

RURAL DE SAN LUIS DE ARMENIA, legalmente representado por los señores Jonás Cerda Alvarado, César David Grefa 

Tanguila, Edgar Fernando Huatatoca Alvarado, Gluber Bernabé Cedeño Gutiérrez y Marisol Gutiérrez Siquigua, en su calidades  

de Presidente, Vice-Presidente y vocales principales, por intermedio de la Defensa Técnica, del Dr. Carlos Luis Aguilar Pilataxi 

manifiestan: Los hechos señalados ocurrieron en el año 2016 y los accionantes Carlos Muñoz y Josefina Andy Alvarado, ya no 

tienen su domicilio en la comuna San Luis de Armenia, por lo que no se los ha podido ubicar, por cuanto es chofer profesional,  

tiene un camión, y conocen que tienen su domicilio en una ciudad de la costa; de conformidad con el Art. 171, el GAD parroquial 

está formado por varias comunas Kichwas, entre las cuales está la “San Luis de Armenia” del mismo nombre del GAD parroquial, 

en esta comuna, se ha invitado por varias ocasiones a los afectados, para llegar a un arreglo, prueba de ello es el acta general de 

asamblea ordinaria del 6 de agosto 2016, que se encuentra cono prueba del accionante; el GAD parroquial entre otras cosas se 

comprometió, a apoyar a los afectados con la compra de dura-techos y cinco quintales de hierro, la comuna apoyará con la mano 

de obra y los demás materiales, para la construcción de las viviendas en otro lugar, que dan cuenta de que la comuna Kichwa,  

San Luis de Armenia, tomó su decisión de acuerdo al Art. 171 y Art. 54 numeral 4 y 57 numeral 1 de la Constitución de la 

República del Ecuador, que habla de indivisibilidad de los territorios comunales, de mantener, desarrollar y fortalecer libremente su 

identidad, sentido de pertenencia, tradiciones ancestrales y formas de organización social, dentro de la cual se ha decidido en 

coordinación con el GAD parroquial, un adecentamiento del lugar, porque donde estaban construidas las viviendas de Carlos  

Muñoz, era sobre un estero de aguas putrefactas y tomando en cuenta el Art. 87 numeral 3 de la Constitución, esto es buscando  

el bien común, que se interpondrá, sobre el bien particular o individual, el proyecto del GAD parroquial tiende a buscar el beneficio 

de todos, con la construcción de ese terraplén, entubando las aguas servidas que circulaban por el estero del sector, logrando que 

las aguas provenientes de la lluvia vayan por un estero y no se queden empozadas, que podrían producir enfermedades a los  

miembros de la comuna, por la picadura de mosquitos; que se les ha comunicado oportunamente a los esposos para que salgan 

del lugar, que se les ha buscado antes, durante y después para llegar a un acuerdo, sin lograr encontrarlos, apareciendo 

únicamente cuando fue la Defensoría del Pueblo a la inspección y de allí volvieron a desaparecer, que la comuna conjuntamente 

con el GAD parroquial resolvió reubicado en otro lugar, pero no aparecen para poder realizar las construcciones por parte del GAD 

parroquial y la comuna, pero los señores no están. 4.3.- LA PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO: por intermedio de Hugo 

Camino Mayorga, abogado de la Regional, en síntesis dice: nos encontramos en una acción de protección, de derechos 

Constitucionales, conforme al Art. 88 de la Constitución de la República del Ecuador, y Art. 39 de la Ley de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Jurisdiccionales nos dicen que la finalidad y objeto es la protección de los derechos, sin embargo la 

Defensoría del Pueblo comparece en representación de los accionantes; al respecto la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

y Control Constitucional en su Art. 11, nos dice que cuando se presente en favor de terceros debería ser notificado, con la finalidad 

de que se conozca que se está velando por sus derechos y al mismo tiempo se sepa a quien ha afectado el GAD parroquial de 

San Luis de Armenia. El fondo de la acción de protección planteada por la Defensoría del Pueblo señala que se ha violado 

derechos, como una presunta vulnerabilidad del domicilio, del debido proceso, del derecho a la defensa, que dice han sido 

coartados por la Junta Parroquial del Gobierno de San Luis de Armenia, si bien ese proceso se llevó desde el año 2016, hace más 

de cuatro años, se ve a las claras que se desvanece una supuesta violación de algún derecho. Se argumenta que en ningún  

momento conoció que se iban a realizar las obras en la comuna, sin embargo presenta el acta de la del 6 de agosto del 2016, con 

lo que ha quedado demostrado que tuvieron conocimiento del acuerdo entre la comuna y el GAD parroquial para reubicarlos y 

construir las viviendas en otro lugar, por lo que no se ha violado el debido proceso. Respecto a la violación del derecho al 

domicilio, si bien tiene escrituras comunales, no hay escrituras individuales, por tal razón los terrenos son indivisibles, 

imprescriptibles, no son de ninguna persona en particular, no puede darse ninguna expropiación, ni declaración de utilidad pública 

por parte del Gobierno Autónomo Descentralizado, pero más bien se ha llegado a un acuerdo para no violentar el derecho del  

accionante; el requisito No. 2, dice acción u omisión de alguna autoridad competente que haya generado tal omisión para que se 

viole tal derecho constitucional, no ha existido la omisión para que se dé, y este Organismo parroquial ha actuado con todos los 

requisitos indispensables y ha contado con la autorización y conocimiento pleno del accionante para realizar dichos trabajos, en 

una vivienda que no era habitable, mientras que solicita una vivienda sana y adecuada, más bien se ha tratado de ayudar al igual 

que al resto de la comunidad para que vivan en un ambiente sano y equilibrado, con estas consideraciones, la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ha limitado a las acciones de protección en el Art. 42, numeral 1 que nos dice 

que una acción es improcedente, cuando no existe la violación de derechos constitucionales, si bien la Defensoría del Pueblo, 

tiene la obligación de velar por los derechos de las personas, pero en la presente no existe vulneración de derechos, porque el 
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GAD no ha ocasionado ningún tipo de afectación por acción u omisión de sus autoridades, por tal razón, en vista que esta acción 

no reúne los requisitos establecidos en el Art. 42, numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, la Procuraduría General del Estado, solicita se deseche la acción; QUINTO.- 5.1.- El recurso de apelación es un 

medio de impugnación de carácter constitucional y legal que tiene todo ciudadano en contra de las decisiones que dictan los 

administradores de justicia en las causas sometidas a su conocimiento, se halla contemplado dentro de las garantías del debido 

proceso constantes en el Art. 76.7, literal m) de la Carta Magna, que dice: “Recurrir del fallo en todos los procedimientos en los  

que se decidan derechos”. Es el medio impugnativo ordinario a través del cual una de las partes o ambas solicitan que un tribunal 

de segundo grado, examine una resolución dictada dentro del proceso por el juez que conoce de la primera instancia, expresando 

sus inconformidades al momento de interponerlo, con la finalidad de que el superior jerárquico, una vez que las analice y sin que 

pueda suplir sus deficiencias, corrija sus defectos, modificándola o revocándola de ser el caso; 5.2.- La Corte Constitucional, 

respecto del derecho de recurrir, en sentencia No 095-14-SEP-CC, de 4 de junio 2014, en el juicio 2230-11-EP, indica: ”La facultad 

de recurrir del fallo trae consigo la posibilidad de cuestionar una resolución dentro de la misma estructura jurisdiccional que la 

emitió, por ello el establecimiento de varios grados de jurisdicción para reforzar la protección de los justiciables, ya que toda 

resolución nace de un acto humano, susceptible de contener errores o generar distintas interpretaciones en la determinación de 

los hechos y en la aplicación del derecho (…) Es claro, sin embargo, que el derecho a recurrir al igual que todos los demás 

derechos constitucionales, debe estar sujeto a limitaciones establecidas en la Constitución y la ley, siempre que respondan a la 

necesidad de garantizar los derechos de las demás partes intervinientes, de acuerdo con los principios de idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad”; y, 5.3. El recurso de apelación tiene dos condicionantes para su validez: a) Requisitos de forma, entre los que 

se menciona el plazo de presentación ante el juez respectivo y más formalidades; y b) Los de fondo, que son los concernientes a 

la fundamentación; es decir, indicar los errores de hecho y de derecho contenidos en la sentencia impugnada, precisándose la 

naturaleza del agravio producido, particular que ésta plasmado en el escrito de interposición del recurso de apelación, que obliga a 

este Tribunal de Alzada a realizar un análisis de la sentencia emitida por el juez constitucional de primer nivel, contrastando con  

los fundamentos y pretensiones del accionante, y los argumentos expuestos por las instituciones accionadas en su contestación 

en la audiencia oral, pública y contradictoria y las pruebas practicadas e incorporadas al expediente por los sujetos procesales; 

SEXTO.- La Delegación Provincial de la Defensoría del Pueblo en Orellana, como accionante al momento de interponer su recurso 

de apelación una vez notificado por escrito con la sentencia, conforme consta desde fojas 180 a 183 del cuaderno de primera 

instancia, lo hace en los siguientes términos: 6.a.- Que la argumentación de a sentencia sobre los derechos consagrados en la 

Constitución e Instrumentos Internacionales es débil e incumple con los requisitos del Art. 11 de la Carta Magna, transcribiendo los 

numerales 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de dicha norma constitucional; manifestando que la sentencia transcribe fragmentos de escritos 

presentados por los sujetos procesales, sin analizar los hechos en relación con los derechos, por lo que dice no existe motivación 

suficiente y adecuada, transcribiendo el literal l) del numeral 7 del Art. 76 de la Constitución y numeral 9 del Art. 4 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; 6.b.- Que el juzgador de primera instancia no calificó ni rechazó 

ninguna de las 16 pruebas que presentó, lo que demuestra que “incumplió con lo que dispone el artículo 16 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control constitucional.”, transcribiendo dicha norma, manifestando que en el presente caso se invierte 

la carga de la prueba, por consiguiente es la parte accionada quien “tiene la obligación de demostrar que no vulneró los siguientes 

derechos (…) uno derecho el debido proceso, y derecho a la defensa, dos, derecho a la vivienda, tres, derecho a la inviolabil idad 

de domicilio, y cuarto derecho a la protección del interés superior de los niños, niñas y adolescentes afectados.”; 6.c.- Que el GAD 

Parroquial no presentó ningún documento que demuestre, que se haya abierto un trámite y que se le ha permitido el derecho a la 

defensa para la expropiación del lote de terreno y derrocamiento de las viviendas, como la indemnización que le corresponde;  

6.d.- Que la Defensoría del Pueblo no interpuso la presente acción de protección por vulneración al derecho de propiedad privada, 

comunitaria o ancestral, sino por violaciones al derecho a la vivienda, al debido proceso, derecho a la defensa y a la inviolabilidad 

del domicilio, ya que el terreno es de propiedad comunal; 6.e.- Que el juez de primer nivel considera que la presente causa se 

podría tramitar en la esfera civil y que de existir la comisión de un delito podría presentarse la denuncia en la Fiscalía; agregando 

que la presente “no es un litigio propio de la justicia ordinaria sino un pedido de acción inmediata para proteger varios derechos 

fundamentales consagrados en la Constitución de la República del Ecuador y en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos, y que para ello en el momento que se presentó la Acción de Protección no había ningún otro mecanismo rápido y eficaz 

para proteger los derechos humanos que habían sido vulnerados”, 6.f.- Que de conformidad con el Art. 215 de la Constitución la 

Defensoría del Pueblo no está entre sus funciones el patrocino en procesos de jurisdicción ordinaria, sino entre otros, en garantías 

jurisdiccionales y reclamos por mala prestación de servicios públicos o privados, por lo que al declarar improcedente la presente 

acción de protección se ha dejado en indefensión a la Defensoría del Pueblo y además se provoca un grave perjuicio a las 

víctimas de la violación del derecho a la vivienda; 6.g.- Que a los 308 días de la audiencia donde se emitió el fallo verbal es 

notificado con la sentencia por escrito, por lo que dice no cumplió el juzgador con los principios de celeridad consagrado en el 

literal b), del numeral 11 del Art. 4 en concordancia con el numeral 1 del Art. 8 y numeral 3 del Art. 15 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; 6.h.- Que “la Defensoría del Pueblo del Ecuador considera su deber moral 

denunciar a las autoridades de la función judicial que todas las acciones de protección presentadas por esta institución nacional de 

derechos humanos que por sorteo, han sido tramitadas por el juez de primera instancia que conoció la presente causa han sido 

negadas”, agregando que aquello demuestra que existe una clara predisposición para boicotear el trabajo de esa Institución; que 
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también denuncia que no fue notificada con la sentencia, sino únicamente a las víctimas, circunstancia que dice vulnerar el debido 

proceso y deja en la indefensión a dicha Institución. SEPTIMO.- Previo al análisis del objeto principal de la acción constitucional 

venida en conocimiento, es preciso mencionar que en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia encontramos: 7.1.- En 

materia constitucional, según la doctrina que se ha producido desde la vigencia de la Constitución del 2008, señala que el 

ordenamiento jurídico tiene ahora como referente a la Constitución, y por consiguiente valores y principios que más allá de las  

reglas de estructura hipotética, tornan necesaria una labor hermenéutica distinta a la tradicional; por ello es imprescindible señalar 

que, con especial énfasis se ha de mencionar que el 20 de octubre del 2008 y publicación en el Registro Oficial No. 449, le otorga 

validez jurídica a la nueva Carta Fundamental, y ésta desde su primer artículo ya evidencia su clara matriz transformadora al 

señalar: “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social, democrático, soberano, independiente, unitario, 

intercultural, plurinacional y laico” lo que da cuenta de la enorme importancia que se otorga a los derechos de las personas, de los 

pueblos y de la naturaleza; para Ricardo Guastini, jurista genovés, en su publicación en la revista FISONOMÍA No. Del 22 de abril 

2005, con el título, RIGIDEZ CONSTITUCIONAL Y NORMATIVIDAD DE LA CIENCIA JURÍDICA, pág. 225, “la estructura legal de 

los Estados constitucionales tendría como rasgo distintivo, la existencia de una Ley Suprema, extremadamente "invasora", en tal 

virtud, la sociedad sufrirá una metástasis constitucional. En suma, debemos tener claro que, en este nuevo paradigma, la 

Constitución no puede ser limitada por cuerpos legales inferiores. Es decir, no caben las incoherencias jurídicas. Estamos pues, 

hablando de un endiosamiento constitucional, de una Ley Suprema en grado de condicionar no sólo la legislación, sino que 

extiende su influencia hacia la jurisprudencia y a las corrientes doctrinarias”; por otro lado, el jurista italiano Luigi Ferrajoli sostiene 

que existen fundamentalmente dos formas de entender el derecho. Para el positivismo jurídico, el criterio de reconocimiento tanto 

de la existencia como de su validez es la forma como se producen las leyes, independientemente de su contenido; mientras que el 

constitucionalismo jurídico, condiciona la validez de las leyes también a la sustancia de las decisiones, o sea, a la coherencia de 

sus contenidos con los principios de justicia establecidos por las constituciones; en esa misma corriente ius-filosófica 

constitucional, el constitucionalista ecuatoriano Ramiro Ávila Santa María, afirma que el Estado de Derecho tiene referencia al 

sistema jurídico, y nada más; en tanto que en el Estado de Derechos, la referencia ya no es exclusivamente al sistema jurídico, 

sino son los derechos de las personas y eso lleva del texto jurídico a la realidad, lo cual constituye una inmensa diferencia. 

Entonces, cuando se dice que el Estado ya no es de Derecho, sino de Derechos, la referencia ya no es la Ley sino la referencia es 

la realidad y los derechos de las personas que se mueven en esa realidad; 7.2.- En ese sentido, aparte de la supremacía de la 

Constitución sobre la Ley, es característica del Estado constitucional que todos los poderes públicos y particularmente los poderes 

del Estado estén sujetos a la Constitución, es decir, que actúen dentro de los límites de las competencias específicas que a cada 

uno de ellos le señala el Código Constitucional frente a las competencias atribuidas a los demás órdenes constitucionales. Es 

decir, cuando se acusa violación o vulneración de las disposiciones constitucionales como en el presente caso, este cargo debe 

ser analizado en primer lugar por el principio de supremacía constitucional establecido en los Arts. 424 y 425 de la Constitución de 

la República, al ser la norma suprema del Estado la fuente originaria y fundamental del ordenamiento jurídico derivado, a la cual 

debe ajustarse el sistema normativo infraconstitucional, las actuaciones de las instituciones del Estado, sus representantes, los 

administrados y en general la sociedad que se encuentra por fuerza de ley vinculada a dichos preceptos. Así entendido, el Estado 

Constitucional supone la aproximación máxima a la que se ha llegado en la materialización del ideal jurídico de la civilización 

occidental, esto es, el gobierno por medio del derecho que se impone a la voluntad de quienes tienen el poder. 7.3.- Conforme el 

artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, el derecho a la seguridad jurídica se encuentra articulado con el 

cumplimiento de las normas constitucionales, estableciéndose mediante aquel postulado una verdadera supremacía material del 

contenido de la Carta Fundamental del Estado Ecuatoriano; para aquello, y para tener certeza respecto a una aplicación normativa 

acorde a la Constitución, se prevé que las normas que formen parte del ordenamiento jurídico se encuentren determinadas 

previamente; además, deben ser claras y públicas; solo de esta manera se logra conformar una certeza de que la normativa 

existente en la legislación será aplicada cumpliendo ciertos lineamientos que generan la confianza acerca del respeto de los 

derechos consagrados en el texto constitucional. La seguridad jurídica se refiere a una característica del sistema jurídico que tiene 

que ver con la forma en que se aplica el derecho. Concretamente se refiere a la aplicación objetiva de las normas, es la garantía 

en sí de la aplicación objetiva de la ley. (Juan Palomar De Miguel, DICCIONARIO PARA JURISTAS, Editorial Roma, 2000. Pág. 

1428); 7.4.- Corresponde determinar si existe la vulneración de derecho, conforme recomienda la Corte Constitucional cuando  

“considera que la solución que debe utilizarse, en primer lugar, es la identificación del thema decidendum y su correspondencia 

con el objeto de la acción de protección. Es decir, cuando lo que se plantea en la demanda y se desprende de la comprobación de 

los hechos es una vulneración directa de derechos constitucionales, se estará ante el objeto primigenio de la acción de protección. 

En cambio, cuando lo que se pretenda es la declaración de un derecho subjetivo previsto en la legislación secundaria o en 

general, la aplicación de una norma infraconstitucional para determinado caso o el reclamo por la falta de la misma, sin la 

presentación de hechos que determinen la existencia de una vulneración a derechos constitucionales, se tratará de un problema 

que puede ser resuelto por otras vías judiciales”. Para lo cual ha emitido la siguiente regla con el carácter erga omnes: “Las 

Juezas y jueces constitucionales que conozcan de una acción de protección, deberán realizar un profundo análisis acerca de la 

real existencia de la vulneración de derechos constitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del caso 

concreto”. En razón de lo dicho, resulta oportuno reiterar que en la sentencia de jurisprudencia vinculante N.0 001-1 6-PJO-CC, 

caso N.0 0530-10-JO, se expuso que los operadores de justicia "están obligados a elaborar un análisis de fondo del caso concreto 
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que sobrepasando los límites del mero ritualismo y formalidad, permita constatar si el caso concreto cuenta con otra vía, adecuada 

y eficaz o si por el contrario, la vía constitucional es la idónea dado el asunto controvertido", análisis que en la especie, que 

corresponde realizar a este Tribunal Constitucional de Apelaciones, ante la impugnación efectuada por el accionante; 7.5.- Por  

otro lado, se menciona en el Art. 40 de LOGJCC cuáles son los requisitos que debe tener la acción de protección para ser 

admitida, estos son a saber: la violación de un derecho constitucional; la acción u omisión de autoridad pública o de un part icular  

y, la inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado. En relación a este 

último requisito hay que mencionar como señala Karla Andrade Quevedo al tratar la acción de protección (Andrade Quevedo, 

2013), que el derecho tutelado no debe estar amparado por alguna de las otras seis garantías jurisdiccionales consagradas en la 

Carta Magna o mediante acciones específicas en la vía judicial ordinaria. Es decir, la acción de protección no tendrá por objeto 

resolver asuntos de mera legalidad, como lo sostiene reiteradamente la Jurisprudencia Constitucional, ya que si vía acción de 

protección se impugna de manera exclusiva la legalidad del acto o la omisión de un deber impuesto por la norma jurídica positiva, 

sin que éstos conlleven la vulneración de los derechos garantizados en la Constitución e instrumentos internacionales de derechos 

humanos, el asunto debe decidirse en los mecanismos jurisdiccionales ordinarios competentes, pero no a través de una garantía 

jurisdiccional como la acción de protección. En consecuencia, y como menciona también la Corte Constitucional, no todas las 

vulneraciones al ordenamiento jurídico necesariamente tienen que discutirse en la esfera constitucional, ya que para los conflictos 

en materia de legalidad existen las vías idóneas y adecuadas dentro de la jurisdicción ordinaria. Por ello la acción de protección es 

un proceso de amparo especial que solamente se activa para resolver el conflicto o el litigio derivado de una pretensión que verse 

sobre la lesión de un derecho fundamental que puede ser reparado integralmente; OCTAVO.- Del análisis de lo expuesto por la 

Defensoría del Pueblo en calidad de accionante tanto en su memorial inicial, audiencia de primera instancia, las contestaciones 

planteadas por el GAD parroquial de San Luis De Armenia y Procuraduría General del Estado, las pruebas producidas en el 

trámite de la causa y la argumentación manifiesta al interponer el recurso de apelación, es necesario determinar los problemas 

jurídicos constitucionales existentes en el presente caso, evidenciándose claramente los siguientes: 8.1.- En la impugnación se 

dice que en la sentencia recurrida no existe motivación suficiente y adecuada, que el juzgador de primera instancia se limita 

solamente a transcribir los pronunciamientos de los sujetos procesales, más de la lectura de la misma en el considerando quinto  

se realiza un análisis de las exposiciones de las partes, pruebas actuadas y normas legales aplicables a la especie; el hecho que 

no se coincida con las pretensiones de una de las partes, no equivale a la falta de motivación, por consiguiente queda desvirtuada 

esta argumentación; 8.2.- La Defensoría del Pueblo en calidad de legitimado activo, a lo largo del proceso ha sostenido que el 

GAD Parroquial de San Luis de Armenia ha despojado arbitrariamente de la posesión de un lote de terreno de 600 metros 

cuadrados, ubicado en la cabecera parroquial, que ocupaban los esposos Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula y Dayuma Josefina 

Andy Alvarado, considerando este Tribunal que estos hechos encajan en la conducta tipificada y sancionada en el Art. 200 del  

Código Orgánico Integral Penal de la siguiente manera: “Usurpación.- La persona que despoje ilegítimamente a otra de la 

posesión, tenencia o dominio de un bien inmueble o de un derecho real de uso, usufructo, habitación, servidumbre o anticresis, 

constituido sobre un inmueble, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años. Si el despojo ilegítimo se 

produce con intimidación o violencia, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.”, que al transcurrir del  

tiempo podría prescribir el ejercicio de la acción penal, sin embargo se puede ejercer alguna de las acciones no penales de 

conformidad con lo dispone el Art. 933 del Código Civil que prevé lo siguiente: “La reivindicación o acción de dominio es la que 

tiene el dueño de una cosa singular, de que no está en posesión, para que el poseedor de ella sea condenado a restituírsela.”. 

8.3.- También se menciona que los accionados han destruido dos viviendas que fueron construidas por las víctimas en el centro 

poblado de la parroquia San Luis de Armenia, conducta que también se encuentra sancionada en el numeral 6 del Art. 204 del  

COIP de la siguiente forma: “Daño a bien ajeno.- La persona que destruya, inutilice o menoscabe un bien ajeno será sancionada 

con pena privativa de libertad de dos a seis meses. Será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, en 

cualquiera de los siguientes casos: 6. Si se destruye gravemente la vivienda de otra persona, impidiendo que esta resida en 

ella.(…) Para la determinación de la pena se tomará en cuenta el valor del bien al momento del cometimiento del delito.; 8.4.- A lo 

largo de la causa se ha manifestado reiteradamente que se ha transgredido la inviolabilidad del domicilio de las presuntas 

víctimas, al respecto debemos puntualizar que el Art. 181 del COIP, tipifica y sanciona este tipo de conductas: “Violación de 

propiedad privada.- La persona que, con engaños o de manera clandestina, ingrese o se mantenga en morada, casa, negocio, 

dependencia o recinto habitado por otra, en contra de la voluntad expresa o presunta de quien tenga derecho a excluirla, será 

sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año. Si el hecho se ejecuta con violencia o intimidación, será 

sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. La persona que, en ejercicio de un servicio público, sin la debida 

autorización o fuera de los casos contemplados legalmente; o que con una orden falsa de la autoridad pública; o que con el traje o 

bajo el nombre de uno de sus agentes, viole un domicilio o lugar de trabajo, será sancionada con pena privativa de libertad de tres 

a cinco años. En la violación de domicilio se presume que no hay consentimiento del dueño o de la dueña o su encargado cuando 

no están presentes en el acto que constituya la infracción.”. 8.5.- Por otra parte la reparación integral a la víctima está plenamente 

garantizada en Constitución y regulado ampliamente en el Código Orgánico Integral Penal, a tal punto que es parte constitutiva de 

la sentencia condenatoria, por consiguiente si las víctimas han sufrido algún tipo de violación de sus derechos su reparación 

integral deberá disponerse en sentencia, sea o no acusador particular. 8.6.- En todas las normas legales transcritas 

anteriormente, operan precisamente porque no existe ningún tipo de procedimiento previo, sea administrativo o judicial, para la 
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ocupación o destrucción de bienes inmuebles ajenos, por ello precisamente se constituyen en arbitrarias e ilegitimas y por ello 

merecen la sanción correspondiente, en los mismos cuerpos legales de cada materia está claramente establecido el 

procedimiento ordinario a seguirse para que se proceda a la sanción, reparación integral de la víctima o restitución; precisamente 

por no mediar ningún tipo de expediente previo encajan en las disposiciones legales citadas anteriormente, en consecuencia la 

falta de dichos expediente están sancionadas y reguladas sus reclamaciones sea en el Código Orgánico Integral Penal o en el 

Código General de Procesos, en consecuencia no podemos hablar de violaciones al debido proceso, ni de violación al derecho a 

la defensa en las actuaciones de ocupación y destrucción arbitraria de bienes ajenos, por mandato de las normas legales 

transcritas en líneas anteriores.  8.7.- Del análisis de los hechos que la Defensoría del Pueblo dice han incurrido los personeros  

del GAD Parroquial de San Luis de Armenia ha quedado establecido que estos debieron haberse reclamados y tramitados por las 

vías ordinarias sea penal o civil; al respecto ha manifestado en su impugnación que el presente “no es un litigio propio de la  

justicia ordinaria sino un pedido de acción inmediata para proteger varios derechos fundamentales consagrados en la Constitución 

de la República del Ecuador y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, y que para ello en el momento que se 

presentó la Acción de Protección no había ningún otro mecanismo rápido y eficaz para proteger los derechos humanos que habían 

sido vulnerados”, al respecto es necesario señalar que actualmente el Código Civil, Código Orgánico General de Procesos y 

Código Orgánico Integral Penal están vigentes y antes de la promulgación de los dos últimos, estuvieron efectivos el Código de 

Procedimiento Civil, Código de Procedimiento Penal y Código Penal, que regulan el o los procedimiento que debieron y deben 

tramitarse para las reclamaciones de los hechos narrados en la presente acción de protección y además fue la misma Defensoría 

del Pueblo que desde el 7 de julio del 2016 que recibió la queja (fs. 8) planteada por Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula hasta el  

6 de marzo del 2019 (fs. 127) que planteo la presente acción de protección transcurrieron treinta y dos meses, tiempo suficiente 

para que una acción por la vía legal ordinaria bien tuviera ya fallo en firme y se hubiera operado la solución del conflicto; 8.8.- Que 

de conformidad con lo dispuesto el Art. 215 de la Constitución la Defensoría del Pueblo no tiene entre sus funciones, el patrocino 

en procesos de jurisdicción ordinaria, afirmando que por ello, al declarar improcedente la presente acción de protección se deja en 

indefensión a la Defensoría del Pueblo y esto provocaría un grave perjuicio a las víctimas de la violación del derecho a la vivienda; 

Es de mencionar que el ordenamiento legal del país debe ser observado por todas las personas naturales y jurídicas, más aún por 

los organismos públicos y con mayor obligación por los administradores de justicia; por consiguiente el hecho que la Defensoría 

del Pueblo no esté facultada para patrocinar a personas en acciones de la jurisdicción ordinaria, pretendiendo que los operadores 

de justicia constitucionales deben estar supeditados a sus criterios, de que cualquier hecho de la justicia común puede ser 

reclamado mediante acción de protección aunque no cumpla con la Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional, situación que es totalmente errada; más bien la Defensoría del Pueblo debió guiar correctamente a los  

señores Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula y Dayuma Josefina Andy Alvarado por cuanto los hechos narrados en la queja y 

demanda de acción de protección en razón de la materia bien pudieron reclamarse y tramitarse por la vía jurisdiccional ordinaria, 

sea esta civil o penal, más no utilizar la vía Constitucional como supletoria a las ordinarias; 8.9.- Del análisis realizado en líneas 

anteriores, ha quedado claramente evidenciado que no existe violación de derechos constitucionales que puedan ser objeto de 

una acción de protección, que los hechos narrados en su memorial inicial bien pudieron y pueden ser reclamados y buscar su 

reparación por la vía jurisdiccional ordinaria durante los treinta y dos meses que se demoró desde que la accionante tuvo 

conocimiento de los hechos hasta que presentó la acción de protección materia de estudio y con mayor razón hasta la presente; 

NOVENO.- 9.1.- La Constitución de la República del Ecuador establece en su Art. 88.- “La acción de protección tendrá por objeto 

el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 

derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando 

supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona 

particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 

concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación”; complementado esta 

definición, el Art. 39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, señalando que la acción de 

protección tiene por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales 

sobre derechos humanos, que no estén amparados por otras acciones constitucionales. Pero la ley además establece los 

requisitos para su presentación y procedencia. En tal sentido el Art. 41 de la ley exige que para su presentación concurran tres 

requisitos básicos: Que exista violación de un derecho constitucional; esto significa que, tal y como lo ha señalado Juan Montaña 

Pinto para que proceda la acción de protección, la vulneración del derecho, necesariamente debe afectar el contendido 

constitucional del mismo y no a las otras dimensiones del derecho afectado, que la vulneración se haya dado por acción u 

omisión de autoridad pública o de un particular de conformidad con la constitución. Este presupuesto no requiere mayor precisión, 

solo destacar que a diferencia de la figura tradicional del amparo constitucional; la acción de protección extiende su ámbito 

también a las relaciones entre particulares para garantizar con ello la eficacia de los derechos constitucionales; y, que no exista 

otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado. Esto quiere decir, que para que la 

violación de un derecho sea tutelada por la acción de protección, el derecho vulnerado no debe contar con una garantía especial. 

En otras palabras, el derecho que reclama no debe estar amparado por alguna de las seis garantías jurisdiccionales consagradas 

en la Constitución de la República o mediante acciones específicas en la vía judicial ordinaria; (Artículo publicado por Andrade 

Quevedo Karla. Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana. Corte Constitucional 2013, p. 113-114). La misma autora nos dice 
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que, “La acción de protección es una garantía que opera como mecanismo de protección de derechos contenidos en la 

constitución.” Así, es innegable que dicha acción procede únicamente cuando existe una vulneración de derechos constitucionales 

o, de conformidad con lo establecido en el Art. 39 de la LOGJCC, cuando se pretenda el amparo directo de un derecho reconocido 

en los tratados internacionales de derechos humanos, siempre que no estén amparados por otras acciones constitucionales. Pese 

a que en esa definición esta aparentemente clara la procedencia de esta acción, en la práctica se observa que la delimitación de 

cuando procede la presentación de una acción de protección no está clara, y ocasiona un sinnúmero de problemas y de mal uso 

de la garantía por parte de los usuarios y de los operadores de justicia. En los últimos años, dentro de varias sentencias de 

acciones extraordinarias de protección, la Corte Constitucional ha visto la oportunidad para establecer algunos parámetros y 

lineamientos respecto de la acción de protección que fácilmente nos pueden dar luces respecto al alcance de esta garantía y de 

los derechos que son susceptibles de ser reclamados por medio de ella. En su sentencia de precedente constitucional obligator io 

No 001-010-JPO-CC, la Corte hizo una primera aproximación respecto de la naturaleza y procedencia de la acción de protección,  

y estableció lo siguiente: […] “las garantías jurisdiccionales, específicamente la acción de protección, proceden cuando del 

proceso se desprenda la vulneración de derechos constitucionales que debe ser declarada por el juez constitucional vía sentencia 

[…]. La acción de protección no procede cuando se refiere a aspectos de mera legalidad, en razón de los cuales existan vías 

judiciales ordinarias para la reclamación de los derechos, y particularmente la vía administrativa.” (Ibid., p. 116-118). Tomando 

nota de la norma positiva como claramente lo señala la autora, tenemos el Art. 40 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, establece los requisitos para que proceda la acción de protección que se refieren a: “3. 

Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado”. De igual forma, el Art. 42 

ibidem., establece: “Improcedencia de la acción. La acción de protección de derechos no procede: 4. Cuando el acto 

administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz”. 9.2.- 

Nuestro sistema jurídico establece los mecanismos procedimentales para acudir a la justicia ordinaria, contando entre ellos el 

Código Civil, Código Orgánico General de Procesos y El Código Orgánico Integral Penal, en el caso sub judice, tratándose de 

hechos que encajan en las normas legales transcritas anteriormente, contenidas en los cuerpos de leyes ya citados, donde está 

plenamente establecido el procedimiento ordinario a seguirse por los hechos expuestos por la accionante, evidenciándose 

claramente la inexistencia del mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho que dice se ha violado, 

contrariando la exigencia prevista en el Art. 40, corroborado en el Art. 42 numeral 4 de la LOGJCC, que literalmente dice: “cuando 

el acto administrativo pueda ser impugnado por la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada y eficaz”, 

situación que fehacientemente quedó evidenciado del análisis realizado en el considerando anterior de este fallo; por tanto la vía 

constitucional intentada es improcedente, puesto que los jueces constitucionales no pueden suplir la competencia de los 

ordinarios; 9.3.- Adicionalmente, la acción de protección debe ser ejercida cuando la Constitución y la Ley no establezca otra vía 

de impugnación de los actos administrativos proveniente de la administración pública; y en el caso, existe la vía judicial ordinaria 

expeditas para obtener su reparación del daño causado; por lo que los hechos narrados debieron ser denunciados oportunamente 

ante la Fiscalía General del Estado o presentar la acción civil correspondiente ante los jueces naturales y obtener un fallo donde  

se disponga la reparación integral de las víctimas de conformidad con lo dispuesto en el Código Orgánico Integral Penal o Código 

General de Procesos, por manera que se estima improcedente la presente Acción de Protección. Con estos antecedentes, la Sala 

Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Orellana considerando que la resolución recurrida guarda conformidad con 

los méritos procesales, como lo estatuido en el Art. 42, numerales 1 y 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional y al no evidenciarse violación de derechos constitucionales, de conformidad con lo previsto en el Art.  168.1 

de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO 

SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA REPUBLICA, se desecha el recurso 

de apelación planteado por la accionante DEFENSORIA DEL PUEBLO, DELEGACION DE ORELLANA, en consecuencia confirma 

la sentencia venida en grado; dejando a salvo el derecho que les asiste a los señores: Dayuma Josefina Andy Alvarado y de su 

cónyuge Carlos Rigoberto Muñoz Zaquinaula, a presentar su reclamo ente la justicia ordinaria, Una vez ejecutoriada la sentencia, 

remítase copia certificada a la Corte Constitucional, conforme dispone el Art. 86, numeral 5 de la Constitución de la República. 

Devuélvase el proceso a la Unidad Judicial de origen para los fines legales. Notifíquese. - 

 


